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INTRODUCCIÓN

Nuevas perspectivas para el análisis de los mercados escolares1

Tanto los mercados como las escuelas son instituciones que han forjado a las sociedades modernas en un grado no menor. Ambos se desarrollaron con fuerza y apoyo de los Estados-nacionales en los últimos dos siglos, y, a pesar de ubicarse en veredas distintas, concitaron la atención de profesionales e intelectuales comunes a ambos. Durante décadas el mercado fue monopolio reflexivo y de acción de comerciantes, empresarios y economistas; en tanto las escuelas lo fueron de educadores, políticos, iglesias y en menor pero creciente medida, de sociólogos y de otros investigadores de las ciencias sociales. Mientras el análisis racional de los mercados se llevó a cabo en torno a los conceptos de eficiencia y productividad, entre otros; la educación estuvo asociada a una semántica de vocación, ilustración, cohesión social, nación y diseminación del conocimiento.

La distancia entre ambas instituciones –mercado y escuela– comenzó a atenuarse tanto en Chile como a nivel mundial hacia la mitad del siglo XX y con fuerza decisiva a partir de la década de 1980. Esto no ocurrió solo en términos de eventuales préstamos semánticos mutuos, sino y sobre todo, por una adopción de la institución educativa de parte de la terminología y con ello, del modus operandi del mercado. Particularmente en casos como el chileno, durante algunas décadas hablar de educación pasó a ser sinónimo de hablar de economía de la educación y más específicamente –al referirse al sistema educativo– se dio cuenta de un “mercado educativo”. Este cambio se trató, en parte, de una perspectiva analítica y, sobre todo, performativa: el acto de referirse al sistema educativo de esa manera no fue solo parte de un análisis académico, sino que también mediante ella se instaló –en diversos economistas y policy makers– la idea de que ella era la única forma posible para comprender y, especialmente, de mejorar la educación. Así al apuntar a la solución desde una lógica y semántica de mercado educativo, se construyeron y validaron implícitamente los problemas educativos desde tal y a veces única perspectiva.

Con ello, se asumió también que las dificultades que habían surgido con la masificación educativa a partir de la segunda mitad del siglo XX se debían a la no consideración de tal proceso en términos económico-mercantiles y que, por tanto, su regulación debía darse en torno a conceptos emanados de tal concepción, como la ya mencionada eficiencia. Se instaló con fuerza creciente en la discusión que dicho proceso de masificación educativa y su complejización se debían al exceso de demanda, a la constricción de la oferta, a la falta de información adecuada para el consumidor educativo y a incentivos desalineados para los operadores del sistema, entre otros argumentos.

En Chile –no está de más recordarlo– esta concepción de la educación fue una operación de la dictadura militar, cuya influencia se produjo a nivel de las ideas y también de los hechos (ambos impuestos por la fuerza), a través de la transformación institucional del sistema educativo del país en términos de un gran mercado escolar. En las últimas décadas, el peso de las ideas económico-mercantiles en educación impactó de gran manera en Chile y en gran parte del mundo en, por ejemplo, la naturalización de su lenguaje. Es así como vemos que se empezó a hablar de capital humano, competencia entre escuelas y eficiencia educativa como si fuesen términos evidentes y neutros para dar cuenta de cómo funciona y de aquello que produce el sistema escolar.

Precisamente los capítulos de este libro –algunos de los cuales no son necesariamente críticos a la organización de mercado del sistema educativo– ofrecen un punto de entrada y perspectiva distinta al lenguaje económico predominante que ha prevalecido en el análisis de los mercados escolares en Chile. Se valen para ello de nuevas categorías teóricas y herramientas empíricas, provienentes tanto desde la filosofía, aunque principalmente desde las ciencias sociales, las que se han mantenido relativamente al margen del análisis de estos fenómenos educacionales.

El libro se estructura en tres partes. La primera ofrece una revisión histórica (capítulo 1) y análisis empíricos respecto del accionar del mercado en la educación chilena, usando para ello categorías disciplinarias tanto desde la economía (capítulo 2) como desde la sociología (capítulo 3). La segunda parte desarrolla un detallado análisis en torno a las relaciones que diferentes clases sociales mantienen con el mercado escolar. Esta sección explora los límites de la noción de un “consumidor educacional” universal y abstraído de sus circunstancias económicas y culturales. El análisis comienza analizando las diferencias entre distintos grupos sociales (capítulos 4 y 5); a continuación se explora a los grupos de mayor desventaja socioeconómica (capítulos 6 y 7); para luego desarrollar un análisis específico las clases medias (capítulo 8); y finalizar con un estudio de la élite socioeconómica del país, que ha sido prácticamente ignorada por la investigación educacional en Chile (capítulos 9 y 10).

La tercera parte ofrece distintas perspectivas internacionales, incorporando a especialistas que han tenido una marcada influencia a nivel global en el estudio contemporáneo de los mecanismos de mercado en educación. Se ofrece una visión comparativa de Europa (capítulo 11), así como un análisis del contexto francés (capítulo 12). Luego se expone una perspectiva angloparlante, tanto de Inglaterra (capítulo 13) como de Estados Unidos (capítulos 14 y 15).

De manera más detallada, el primer capítulo (Corvalán y García-Huidobro) nos introduce en el origen de las ideas matrices del pensamiento educativo-mercantil que llegó a Chile desde Europa y Estados Unidos, evidenciando que dicho pensamiento, lejos de ser un proyecto criollo, fue una propuesta elaborada a nivel internacional durante medio siglo, esperando un terreno fértil para desarrollarse. El segundo capítulo (Paredes), escrito desde una perspectiva económica, examina conceptual y empíricamente el funcionamiento de dos de los mecanismos centrales del mercado educativo, los vouchers escolares y la elección de establecimiento por parte de los padres. Releva así la complejidad organizacional que se requiere para un funcionamiento virtuoso, y al mismo tiempo argumenta sobre los efectos positivos del mismo en cuanto a un mejoramiento de la calidad de la oferta escolar.

El tercer capítulo del libro (Carrasco, Falabella y Tironi) se sitúa desde una sociología intermedia entre el estructuralismo y el constructivismo. Se trata de un estudio etnográfico del proceso de construcción de la elección familiar de escuela. A partir de una metodología cualitativa basada en la experiencia de grupos familiares de diverso origen social, se describe con densidad tal proceso, cuestionando de facto la propuesta de racionalidad lineal que por lo general está presente en el rational choice impulsado por los teóricos de los mercados escolares. Por su parte el capítulo cuarto (Elacqua y Martínez) nos reenvía un análisis proveniente de la economía de la educación, pero que, a diferencia de lo mostrado en el segundo capítulo, pone el énfasis en los procesos de adquisición de información por parte de los padres al escoger escuelas en Santiago, sosteniendo que este es cada vez más acucioso y que se apoya tanto en redes informales como en información especializada.

El quinto capítulo (Flores y Carrasco) se pregunta hasta qué punto la libertad de elegir es un derecho realmente disponible para todas las familias independiente de su nivel socioeconómico o localización territorial. Empleando un diseño metodológico inédito, los autores estudian las preferencias de las familias en el momento en que estas buscan establecimientos (no después de elegir), con el objetivo de estudiar sus preferencias netas y aislando las potenciales barreras de entrada de los colegios. El capítulo nos informa sobre las restricciones que la oferta educacional pone a la libertad de elegir especialmente a las familias de mayor desventaja social. El sexto capítulo (Corvalán y Román) aborda el análisis de los motivos que expresan apoderados que envían a sus hijos a escuelas de rendimiento académico “medio” en Chile para optar y permanecer en ellas. El análisis que se hace –mediante respuesta a cuestionarios estructurados– apunta a una diferencia de códigos culturales entre los mensajes que la política educativa oficial envía respecto a las características de la escuelas y aquello que las familias valoran como “calidad educativa”.

El séptimo capítulo (Román y Corvalán) da cuenta de un estudio cualitativo con familias cuyos hijos asisten a escuelas de bajo rendimiento escolar crónico. En él se da cuenta de que mientras los resultados de estas escuelas son denotados como deficitarios por la política oficial, las familias tienden a considerar de manera positiva sus escuelas, claro está, bajo parámetros distintos a los del discurso oficial. El octavo capítulo (Rojas, Falabella y Leyton), aborda también de manera cualitativa el proceso de elección escolar, pero esta vez desde la perspectiva de género (enfatizando en las madres de los alumnos) y considerando como sujetos de estudios a las clases medias. Lo expuesto en este capítulo nos da cuenta del aspecto identitario a nivel de clase social que involucra la elección de colegio y de las tensiones que, por lo mismo, están incluidas en tal proceso.

El noveno capítulo (Madrid) del libro nos lleva a la antítesis de aquello que normalmente ha estudiado la sociología de la educación, al centrarse en los mercados escolares, nos referimos a los colegios de la élite social chilena. El autor nos entrega un análisis cualitativo de cómo en tales colegios se produce y reproducen las clases sociales que detentan el poder en la sociedad chilena. El décimo capítulo (Carrasco, Donoso y Mendoza) continúa profundizando en la educación de la élite chilena, esta vez, desde el conflicto ético-valórico que está inmerso en la decisión escolar, develando los principios de justicia que están presentes en las familias de mayor ventaja social pero que finalmente abandonan en sus elecciones. El capítulo usa material etnográfico y categorías filosóficas para su interpretación, ilustrando los dilemas etico-politicos de una elite que es finalmente solo en apariencia heterogénea.

Con el undécimo capítulo, el libro inicia la traducción de textos internacionales que hasta el momento no estaban disponibles en español y cuyos contenidos son atingentes para repensar lo que ocurre en Chile respecto de los mercados escolares. Tal capítulo (Maroy) da cuenta de un estudio comparativo en seis espacios europeos; su foco es analizar cuáles son las lógicas de acción de las escuelas frente a la intensificación de la competencia escolar, mostrándonos la diversidad de respuestas en cada situación.

El duodécimo capítulo (Van Zanten) aborda, esta vez desde la perspectiva de un estudio llevado a cabo en Francia, el “calce” o ajuste entre las expectativas de las familias de clase media frente a las escuelas y lo que estas ofrecen, generándose así mecanismos de cierre escolar para determinados grupos sociales. En el décimo tercer capítulo (Ball) se nos entrega, desde Inglaterra, una discusión conceptual y ética del concepto mismo de mercado al interior del campo educativo, enfatizando en que el primero, dada su inherencia competitiva, es portador de valores y orientaciones que se contraponen a aquellos que han sido propios del proceso y de la tradición escolar.

El decimocuarto artículo (Lubienski) aborda el tema de la privatización educacional en Estados Unidos, tomando el caso de las escuelas charter y discutiendo críticamente los supuestos que avalan los beneficios de la competencia educacional. Finalmente el decimoquinto capítulo (Brighouse y Schouten) discute, también desde la perspectiva norteamericana y mediante la ejemplificación a partir de un caso ficticio, la introducción de un nuevo colegio en un espacio local determinado. Los autores abordan de esta manera el análisis de los eventuales efectos, no siempre positivos, del aumento de la competencia entre establecimientos en entornos cercanos, uno de los supuestos básicos del funcionamiento eficaz de un mercado escolar.

Este libro, en definitiva, espera contribuir al análisis del funcionamiento de los instrumentos de mercado en educación que están reconfigurado los vínculos entre familias, sistema educacional y sociedad.

Javier Corvalán, Alejandro Carrasco y J.E. García-Huidobro



1 Este libro representa la culminación del trabajo desarrollado entre 2013 y 2015 de la línea de Política Educativa del proyecto CIE-01 del CEPPE que contó con el financiamiento a Centros de Investigación Educacional Avanzada del Programa de Investigación Asociativa de CONICYT.
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INTRODUCCIÓN

En la década de 1980 y bajo un régimen político dictatorial, el sistema escolar chileno fue transformado, como parte de un proceso mayor de desarrollo del país, en función de principios socioeconómicos neoliberales. En términos conceptuales, el sistema educativo chileno cambió no solo su gobernabilidad –desde una organización centro- estatal hacia una desconcentrada–, sino también su modo de regulación, desde uno de provisión no competitiva de recursos a las escuelas hacia uno de tipo competitivo y mercantil.

En la actualidad es habitual analizar los sistemas escolares como mercados1. Al hacerlo, algunos autores (por ejemplo recientemente Felouzis, Maroy y Van Zanten, 2013) distinguen tres situaciones: aquella en la que hay mercados propiamente tales, siendo el precio el criterio principal de distinción entre los establecimientos; la de los cuasi-mercados, en los que hay elección de parte de las familias entre establecimientos públicos y privados, pero en los que todos los establecimientos son gratuitos y financiados por el Estado; y, por último, aquella de los mercados oficiosos, que corresponden a situaciones donde las familias diseñan estrategias para ser incorporadas a las escuelas de su preferencia, pese a que no hay libertad formal para elegir entre ellas. Lo nuevo para el sistema educacional chileno, en la reforma que se inicia en 1980, fue la instauración progresiva de un régimen mercantil en sentido estricto. En contrapartida, parte importante de la discusión actual en Chile se centra en lograr el paso de un régimen educativo de mercado a uno que sea, al menos, de cuasi-mercado.

Para ilustrar este proceso, en lo que sigue de este capítulo se presentan, en primer lugar, los trazos mayores del pensamiento neoliberal en educación y, a continuación, la trayectoria de los 25 años de regulación mercantil del sistema educacional chileno.

NEOLIBERALISMO EN EDUCACIÓN: DE AUSTRIA A CHILE, VÍA CHICAGO

Comencemos por describir brevemente desde dónde, cómo y por qué llegaron a Chile las ideas que condujeron a este cambio de la organización y regulación de la educación chilena y cuáles son sus principales fundamentos económicos, filosóficos y sociológicos.

Los precursores

La génesis de este giro de orientación del funcionamiento del sistema educativo chileno que no ocurrió dentro de un clima político democrático y, por lo tanto, no fue parte de un debate público, se encuentra en una lectura de la sociedad desde los paradigmas de la economía neoliberal y de la filosofía política libertaria, única ciencia social y filosofía social válidas para los policy makers de la dictadura gobernante en ese entonces y que hallan su centro argumentativo tanto en las ideas de Gary Becker (1966) y Milton Friedman (1983) en lo estrictamente económico, así como en la visión analítica y performativa del orden socioeconómico de autores como Ludwig von Mises (2007) y Friedrich von Hayek (1982), quienes proponen una comprensión individualista y ultraliberal de la vida en sociedad.

En términos históricos, la llamada escuela austriaca de economía (también llamada Escuela de Viena), a la que pertenecen Von Mises y Von Hayek, antecede a la de Chicago (de Becker y Friedman), desarrollándose aquella a lo largo del siglo XX como una crítica a los presupuestos económico-filosóficos de los proyectos políticos de orden socialista y sobre todo socialdemócrata. Por su parte, la escuela de economía de Chicago se desarrolla a partir de la década de 1950 como una crítica a las políticas keynesianas e interventoras en la economía, llevadas a cabo en Estados Unidos y en gran parte de Europa desde la posguerra. Aun cuando son cultural y epistemológicamente distintas, ambas escuelas tienen presupuestos y proyectos económico-políticos similares, para los cuales la desigualdad no es el problema central de la sociedad humana, el Estado es un peligro para la libertad del individuo –y por lo tanto debe ser llevado a su mínima expresión– y el valor supremo a defender en todo orden social es la libertad individual. Todo lo anterior hace que ambas escuelas de pensamiento neoliberal hayan sido identificadas dentro de una corriente política mayor denominada anarcocapitalismo (Rothbard, 2003)2.

Es importante señalar que la escuela austríaca no tiene una influencia directa en Chile, aun cuando sí una indirecta, ya que actualmente se le reconoce como la base conceptual de todo ordenamiento social neoliberal. En tanto, la de Chicago sí ha influido directamente en el país, puesto que desde la década de 1960 mantuvo un convenio con la Escuela de Economía de la Universidad Católica de Chile con el objetivo de formar un conjunto de especialistas, quienes aplicaron su ideario político-público durante la dictadura militar. En todo caso, nuestra argumentación central es que sin el aporte de la escuela austríaca, la influencia de Chicago hubiese consistido solo en un conjunto de medidas técnicas respecto de la eficacia en el uso de los recursos y de la reducción de la acción estatal. Es la influencia austríaca la que les otorga a los economistas de Chicago un sustento de ideas macrosociales, las que sirven para justificar sociológicamente y en términos de filosofía política lo que se hizo a nivel de política pública y educativa en Chile, a partir de la década de 1980, y que en alguna medida continúa hasta la actualidad. Por ejemplo el ya citado Rothbard, economista estadounidense “libertario”, término que es una buena síntesis entre ambas escuelas, señala a propósito de la eliminación de la educación pública y de su total reemplazo por la privada un argumento que en parte se ha escuchado también en Chile en los últimos años:

Si la educación fuera estrictamente privada, todos y cada uno de los grupos de padres podrían patrocinar el estilo de escuela que prefieren. Surgiría un gran número de escuelas diversas para satisfacer las distintas demandas educativas de padres e hijos. Algunas serían tradicionales, otras progresistas, y entre ambos extremos habría toda una gama de posibilidades: algunas escuelas experimentarían con una educación igualitaria y sin poner calificaciones; otras pondrían el énfasis en el riguroso aprendizaje de materias y en la calificación competitiva; habría colegios laicos y otros pertenecientes a los distintos credos religiosos; algunas escuelas serían libertarias y harían hincapié en las virtudes de la libre empresa, mientras que otras predicarían las diversas formas de socialismo (Rothbard, 1985, p. 151).

La conexión entre ambas escuelas matrices del pensamiento liberal en educación –Austria y Chicago– se produce principalmente mediante la obra y el trabajo académico presencial de Von Hayek en Chicago desde comienzos de 1950 y que se prolongó por más de una década. Pocos años antes de su estadía en Chicago, Von Hayek había fundado la Sociedad Mont Pelerin3 con sede en Suiza, que hasta el día de hoy es la más importante instancia de encuentro de los intelectuales partidarios del proyecto libertario o neoliberal4. Si bien es cierto que Von Hayek y otros intelectuales de la escuela austríaca tuvieron puntos de coincidencia con los economistas de Chicago, hubo también diferencias claras entre ellos, debido principalmente a aspectos epistemológicos y metodológicos5. Sin embargo, su unificación doctrinaria se produce al entrar en la arena prescriptiva de propuestas de política pública. En este plano se producirá su influencia concreta en el Chile de la década de 1980, y, también, de manera más atenuada, en el Reino Unido durante los gobiernos de Margaret Thatcher (1979-1990) y en Estados Unidos durante los gobiernos de Ronald Reagan (1981-1989). La vinculación entre ambas escuelas de pensamiento queda de manifiesto en un conocido texto de Von Hayek (1960) sobre temas educacionales. Basando sus argumentos en los postulados de Friedman, Von Hayek señala un argumento algo más atenuado que el precitado de Rothbard y que lo encontraremos luego en la base de lo propuesto en los años 80 para la política educativa chilena:

Como ha sido expuesto por el profesor Milton Friedman, podría pagarse el costo de la educación general fuera del erario público, sin necesidad de que el gobierno mantenga escuelas, dando [así] a los padres vouchers que cubran los costos de la educación de cada niño, de modo que ellos los traspasen a la escuela de su preferencia. [Aun así] podría ser deseable que el gobierno proveyese escuelas en comunidades aisladas, donde el número de niños es muy pequeño y el costo promedio de su educación es en consecuencia muy alto para escuelas privadas (Von Hayek, 1960, p. 381; la traducción es nuestra).

La escuela austríaca ofrece una filosofía y una ciencia social amplias, a partir de la reflexión económica, y que tiene impacto en una perspectiva neoliberal de la política pública como parte del desarrollo de una sociedad libertaria. Su crítica a la regulación estatal se sustenta, desde el punto de vista económico-filosófico, en dos conceptos centrales: el subjetivismo y el individualismo metodológico, ambos claramente presentes en la reforma de la educación y en otras políticas sociales que se implementarían posteriormente en Chile. El subjetivismo propuesto por la escuela austríaca implica que el valor de los bienes y servicios está definido desde los deseos o aspiraciones de sus demandantes, rechazándose así toda pretensión de valor que tenga relación con objetividades. Si bien una definición de este tipo estaba de alguna manera presente ya en la reflexión económica de Adam Smith, y también en el conjunto de la tradición neoclásica en economía, lo que resalta en la escuela austríaca es el rechazo a toda consideración supraindividual o colectiva en relación con el valor de los bienes; esto es, en el fondo, una crítica radical a la existencia misma de los bienes públicos y con ello a su correlato evidente en la política pública: la idea de una justicia social de tipo redistributivo. Por su parte, el individualismo metodológico –desde la perspectiva de Von Hayek– refiere a la manera como se constituye la noción de sistema, tanto económico como social (lo que incluye por supuesto al sistema educativo) y que se comprende como el resultado emergente de la agregación de las acciones individuales. Siguiendo estos postulados, posteriormente y bajo la influencia de la escuela de Chicago, se planteará que el sistema educativo (así como otros sistemas de política pública) debe generarse desde los deseos y aspiraciones individuales, es decir, en términos económicos clásicos, desde la demanda, y que su contenido (el qué y cómo enseñar, por ejemplo) debe ser un resultado de esta y no necesariamente el producto consecuente de una prescripción inicial.

Siguiendo con la escuela austríaca, una de sus figuras centrales, Von Mises (maestro de Hayek), señala que el fundamento disciplinario-conceptual básico de esta escuela es lo que denomina la “praxeología”, y que sintetiza la perspectiva subjetivista e individualista metodológica:

no [es] una ciencia histórica sino una teórica y sistemática. Su objetivo es la acción humana como tal, con independencia de todo entorno, de circunstancias individuales y accidentales, de actos concretos. Su cognición es puramente formal y general sin referencia al contenido material y a características casuísticas (Von Mises, 2007).

Esta cita nos parece relevante porque reafirma lo ya mencionado, en cuanto a la formación de todo sistema social a partir de las acciones individuales, negando la influencia del medio y, de paso, de toda perspectiva estructuralista. Este razonamiento se utilizará, por ejemplo, para proponer o profundizar la elección escolar abierta por parte de las familias –base de todo sistema de mercado en educación–, entendiéndola como la expresión de las preferencias de los padres condicionada solo por los niveles de información que ellos posean.

La obra de Hayek es intelectualmente –y con mucho– la más compleja y profunda de todos los autores que influyeron en las transformaciones sociales y educativas en Chile en los años 80. Por lo mismo, solo podemos limitarnos a un par de aspectos centrales y que forman parte de una de sus obras, cuyo título habla por sí mismo: Los principios de un orden social liberal (Von Hayek, 1982). Si bien el autor no hace alusiones directas al sistema educativo en ese escrito, sus bases conceptuales son aplicables a ese campo, así como al conjunto de la vida social y de sus subelementos. Por ejemplo, señala Von Hayek, solo en un ambiente liberal es posible la emergencia de un orden espontáneo, cuya fuerza ordenadora es la regularidad al mismo tiempo que la diversidad de las conductas de sus miembros. Un elemento consecuente de lo anterior y clave de la filosofía social de Hayek es que la sociedad, como ya lo señalamos, simplemente no tiene propósito o finalidad, en el sentido de que no es posible predefinir en ella una noción de destino colectivo, ni mucho menos un concepto preestablecido de justicia (Von Hayek, 1989), sino solo a un nivel de potenciamiento de individuos para que hagan uso de sus libertades. Esto llevaría finalmente a un estado de “catalaxia” u orden espontáneo:

El aspecto principal de la catalaxia es que, como orden espontáneo, su ordenación no se basa en una jerarquía única de fines y, por consiguiente, no asegura, en general, que lo más importante llegue antes que lo menos importante. Esta es la causa principal por la cual sus oponentes lo rechazan, y podría decirse que la mayor parte de las demandas socialistas conllevan la transformación de la catalaxia en una economía propiamente tal. Esto es, que el orden espontáneo sin propósitos se convierta en una organización orientada por un propósito, a fin de asegurar que lo más importante nunca sea sacrificado por lo menos importante. La defensa de la sociedad libre debe mostrar, entonces, que como no exigimos una escala unitaria de fines concretos, ni intentamos asegurar que algunos puntos de vista particulares en torno a lo que es más importante y lo que es menos importante gobierne el conjunto de la sociedad, los miembros de semejante sociedad libre tienen de seguro una buena oportunidad de hacer un uso exitoso de sus conocimientos individuales para el logro de los propósitos individuales que efectivamente tengan (Von Hayek, 1982, p. 185).

En términos político-públicos, lo anterior se concreta en educación en un sistema escolar de libre demanda por parte de las familias y de libre oferta por parte de proveedores de educación, en el que incluso los contenidos a enseñar obedecen a esta dinámica cataláctica.

La teoría del capital humano y su afinidad electiva con el neoliberalismo en educación

El pensamiento libertario o neoliberal dará un importante paso intelectual en el campo de la educación hacia fines de la década de 1950 en torno a la teoría del capital humano. El principal difusor de esta última es Gary Becker, otro economista de Chicago, premio nobel en 1992, influido por Von Hayek, quien en 1964 publicó Human Capital6, libro en el cual subsume a la educación en el concepto de capital humano, concibiéndolo como un proceso de aumento de productividad del individuo y despojándolo de fundamentos en la sociedad que habían sido parte del debate educacional del siglo XX y en especial de aquellos que dicen relación con procesos colectivos y/o supraindividuales (integración social, valores cívicos, etc.). Así, todo proceso educativo –afirma Becker–, para ser válido y deseado por la sociedad, debe generar un aumento de capacidades del individuo en el sistema productivo, particularmente en el mercado laboral, y su agregación y articulación con otros individuos escolarizados llevará a la riqueza de las naciones. Se trata, como se observa, de un argumento simple, pero en cuya simplicidad esconde su fuerza, puesto que centra la discusión educativa, en un momento –décadas de 1960 y 1970– en que ella estaba densamente inundada de referentes diversos y complejos, desde integradores keynesianos hasta crítico-marxistas, en un proceso estrictamente individual y mecánico: más educación igual más riqueza. El punto de encuentro entre estos postulados y uno sociológico de tipo funcionalista-conservador lo constituye el concepto de movilidad social, en tanto el aumento de capacidad productiva del individuo posibilita que aquella se lleve a cabo.

Sin embargo, sería un error subsumir por completo los argumentos de la teoría del capital humano en las propuestas neoliberales en educación de las últimas décadas. Tanto los procesos de industrialización acelerada comenzados hacia fines del siglo XIX en Norteamérica y Europa como también las propuestas desarrollistas y del modelo de sustitución de importaciones llevadas a cabo en algunos países latinoamericanos e impulsadas por la CEPAL desde la década de 1950 se sustentan en argumentos similares. Se trata más bien de una adecuación del rol de la educación en sociedades que buscan iniciar o consolidar su industrialización. Hasta entonces la educación, al interior de sociedades principalmente agrarias y tradicionales, había tenido un papel menor en relación con los aumentos de productividad de los trabajadores –por causa, precisamente, del modo de producción imperante– y su justificación a nivel de escolarización masiva se hallaba, principalmente, en la interiorización del orden cívico (proyecto civilizatorio y moralizador del pueblo). Sin perder este argumento legitimador de los sistemas educativos masivos desde referentes distintos, se integra en el discurso educativo, en América Latina –como señalamos, bajo la influencia de la CEPAL–, un énfasis productivo y habilitador de la educación para el desempeño laboral en sociedades al menos semiindustriales, de manera de aumentar su desarrollo económico y con ello facilitar la integración social de sectores hasta ese momento excluidos, así como también su eventual movilidad social meritocrática. El discurso neoliberal en educación va a desarrollar con fuerza el argumento del capital humano desdeñando casi por completo a otros. Por ello sostenemos entonces que entre el discurso neoliberal en educación y la teoría del capital humano se produce aquello que Max Weber llamó una “afinidad electiva”, es decir, no una relación causal, pero sí una interesante y mutuamente potenciadora coexistencia.

Este razonamiento trae aparejado otro, que será clave para entender la estructuración normativa de un sistema educativo a partir de la teoría del capital humano en versión neoliberal, y es el que se refiere a qué tipo de educación conlleva una mayor creación de riqueza y, en concreto, a cómo debe tomarse la decisión educativa (el qué y cuándo estudiar). Serán el mismo Becker y otros autores, como el ya mencionado Friedman, quienes darán la respuesta dentro de la perspectiva libertaria y más específicamente individualista metodológica: son los individuos los que deben decidir utilizando su cálculo racional, y el sistema educativo debe estructurarse en función de tales decisiones. El deber del Estado y de la sociedad es proveer la información, no para que la decisión sea correcta –ya que eso sería un principio supraindividual y objetivista–, sino adecuada y satisfactoria para las aspiraciones individuales.

La teoría del capital humano, en la perspectiva antes referida, es una de las más potentes síntesis intelectuales, puesto que recoge el legado tanto del liberalismo clásico como de la praxeología de la escuela austríaca y le adiciona, a partir del aporte de Chicago, una metodología cuantitativa que posibilita su programación y evaluación. Entonces, lo que llega a Chile en los años 80 y que inunda el campo de decisión política es que la educación es, ante todo, solo formación de capital humano. Esta idea tiene una serie de implicancias normativas para la estructuración de un nuevo sistema educativo: permea la praxis del individuo, provisto este de cálculo racional y desprovisto de otras influencias mediadoras (cultura, ideología, clase social, etc.). En lo más concreto, esto implica la formación de un mercado educativo, coordinado espontáneamente –catalácticamente– desde la demanda. Esta relación entre libertarismo y teoría del capital humano en educación encuentra un escenario propicio en el contexto dictatorial chileno para ganar en el campo de la decisión política aquello que no consiguió como corriente académica en democracia. Por su parte, Milton Friedman, que se convertiría en el líder de la corriente económica monetarista (nombre con el que en economía se designa a lo que en otras esferas se conoce como neoliberalismo), daría un paso más, al argumentar la necesidad imperiosa de coordinar todos los procesos socioeconómicos (la educación incluida), desde la demanda, independientemente si el bien ofrecido es gratuito o pagado. Esto lleva a Friedman a dos conclusiones prescriptivas en educación: la primera es que es necesario ampliar la gama de colegios susceptibles de ser elegidos por las familias (en una clara crítica al predominio de la educación pública), y la segunda es que, en concordancia con lo anterior, la política educativa debe proporcionar un subsidio a la demanda a las familias para que ellas concurran ya sea a colegios públicos o privados, desatando una competencia entre ambos por captar alumnos.

Las escuelas públicas tendrán que competir, entonces, tanto con las demás escuelas públicas como con las privadas… sencillamente, dará a los padres una mayor posibilidad de escoger la forma en que sus hijos disfruten de la enseñanza que la comunidad se ha obligado a proporcionarles (Friedman, 1983, p.225).

Es este último, como se sabe, uno de los elementos centrales de la reforma estructural en educación llevada a cabo en Chile en los años 80.

La propuesta de Becker y Friedman significó un profundo cambio en Chile respecto de la manera de concebir, desde la autoridad política, al sistema educacional, debido a que, en la historia republicana del país, este había sido organizado de acuerdo con referentes que provenían del campo religioso y, en especial hasta la mitad del siglo XX, del campo político y propiamente educativo con algunas alusiones marginales a su impacto en el incremento de la producción económica. La transformación de la década de 1980 significó entonces un cambio paradigmático según el cual la educación pasó a ser concebida en el contexto de los conceptos provenientes de las escuelas austríaca y de Chicago, en articulación con la teoría del capital humano, lo que implicó que el campo educativo y su discusión fueran controlados por la visión económica de tales referentes. Esta conceptualización de lo educativo se va a sintetizar en un objetivo de formación de capital humano, en una individualización y posterior agregación de sus beneficios observables en el impacto que puedan tener en el crecimiento económico del país y en la homologación del sistema educativo con un mercado, asumiendo sus características organizacionales, entre ellas una regulación competitiva y coordinada desde la demanda y sobre todo su razón cataláctica, es decir, su ausencia de principio normativo y finalista más allá del incremento del capital humano. Es importante señalar también que estos principios en buena medida han impregnado la mayor parte de la discusión educacional a nivel mundial en las últimas dos décadas.

El cambio del modo de regulación en la educación

No fue sino hasta fines de la década de 1990 que la sociología de la educación, particularmente de vertiente europea, generó conceptos novedosos para comprender un conjunto de cambios educativos que estaban sucediendo, en especial en el mundo desarrollado, algunos de los cuales se entendieron como un resultado de ideas libertarias o neoliberales, de promesas sociales incumplidas por parte de la masificación educacional y de la complejidad de coordinación de los sistemas educativos masivos y con necesidad de cambio constante. En grueso, lo que ocurría en ese momento en algunas partes del mundo desarrollado era un movimiento pro desregulación estatal o centralizada de los sistemas educativos y un paso de los mismos a regulaciones que integraran en diferente medida elementos competitivos o de mercado (Lindblad y Popkewitz, 2004). El concepto central de este marco analítico es el modo de regulación de los sistemas educativos que corresponde al conjunto de dispositivos de orientación de los mismos (Maroy, 2004; Dutercq y Van Zanten, 2002). El diagnóstico se basa en que la complejidad que entraña la masificación de los sistemas educativos y su creciente necesidad de adecuación al entorno (cambios sociales, culturales y tecnológicos, principalmente) hacen que estos sistemas tengan orientaciones múltiples e incluso divergentes. De esta manera, para reorientar los sistemas educativos se distinguen dos alternativas polares de regulación: una, la burocrática estatal, que se dio en la mayor parte de los países occidentales durante el período de constitución y masificación de los sistemas escolares, y que entra en crisis hacia los años 90, y otra, la competitiva-mercantil, cuyos principios se asemejan a los que se examinaron en la primera sección de este trabajo a propósito de los postulados Chicago-austríacos: decisiones individuales, acceso a información, orden espontáneo y multiplicidad de oferta. En todo caso, en ningún país el cambio fue tan radical y tan rápido como en Chile.

Para tener una coordinación virtuosa, un escenario de esta naturaleza necesita de un mecanismo, enunciado ya por los austríacos (Hayek, 1993) y por la escuela de Chicago: la competencia. Operativamente, la competencia es la disputa de recursos por ambos lados del sistema: los alumnos (o familias) disputan escuelas y las escuelas disputan alumnos. Los promotores de este modo de regulación de los sistemas educativos (y de política pública en general) esperan que la competencia traiga aparejado –beneficiosamente– otro aspecto central: la autorregulación permanente de la calidad. Para ello es imperioso, de acuerdo con lo visto anteriormente, que la conducta de los actores en el sistema educativo sea motivada y coordinada por los mismos principios y que, con ello, se genere una forma y un fondo espontáneos –no programados– de sistema educativo. Por último, desde esta perspectiva, la reorientación regulativa de los sistemas educativos no solo prescribe que ellos adquieran la estructura de un mercado educativo, sino que también que sean analizados y evaluados en torno a conceptos propuestos por la teoría del capital humano, es decir, en su contribución al campo económico.

Neoliberalismo en política pública: ¿necesidad = demanda?

La política pública, y la política educativa dentro de ella, es una instancia de encuentro entre el poder organizador del Estado y la ciudadanía en torno a la satisfacción de necesidades de esta última. En sociedades capitalistas democráticas, esta definición general es compartida desde libertarios hasta socialdemócratas; sin embargo, la distinción ideológica entre ambos extremos se produce en los aspectos más sustanciales que hemos examinado en las páginas anteriores, como también en otro elemento que sintetiza la discusión anterior: la identificación de la necesidad a satisfacer. La pregunta al respecto es simple: ¿cómo sabe el poder público qué necesidad debe satisfacer y de qué manera hacerlo? La respuesta, al contrario de la pregunta, es en extremo compleja en sociedades de modernidad avanzada, donde lo que predomina es la heterogeneidad social y cultural.

La respuesta socialdemócrata tradicional en el campo educativo fue por lo general mediante la estandarización: ese mínimo (y a veces máximo) común que representa la escuela y el currículo compartido, es decir, una mediación estatal bajo la idea de un bien común y del principio de que, por lo general, la necesidad no es igual a la demanda; es decir, que aquello que la población debe adquirir y aprender no necesariamente es lo que espontáneamente demanda (si es que lo hace). La idea de bien común y de consenso educativo y pedagógico se sustenta, precisamente, en tal postulado, lo que engloba también a la escolarización obligatoria. La opción neoliberal-libertaria es epistemológicamente distinta: la necesidad no solo se puede conocer a través de la demanda, sino que es, en sí misma, la demanda. ¿No es eso acaso cualquier mercado?, ¿no es eso acaso la ventaja y a la vez la complejidad de un mercado? Si se acepta este principio –que la necesidad es igual a la demanda–, el triunfo es de los libertarios: no solo es posible que la educación esté en el mercado, sino que es imprescindible que así sea.

EL CASO CHILENO: 25 AÑOS DE REGULACIÓN MERCANTIL DE LA EDUCACIÓN

El inicio de la educación mercantil en Chile

La instauración del mercado como principio regulador de la educación chilena se anuncia a comienzos de 1979 en la Directiva presidencial sobre educación nacional, que promulga el general Pinochet. Este texto fue complementado por otros dos: una Carta al Ministro de Educación y el Discurso de inicio del año escolar 1979. Allí se notifican fundamentalmente dos cosas: a) La responsabilidad del Estado en educación se concentrará en la educación básica, vale decir, en un mínimo que se asegura a todos. Textualmente: “El Estado centrará su énfasis en la educación básica y, a cualquier costo, cumplirá su deber histórico y legal de que todos los chilenos, no solo tengan acceso a ella, sino que efectivamente la adquieran” (Carta al Ministro). b) Donde termina esa responsabilidad estatal empieza a operar el mercado: la educación media y superior deberán ser provistas por la iniciativa privada y el acceso a ellas supondrá pago. En palabras de la Carta de Pinochet: “Alcanzar la educación media y … superior constituye una situación de excepción … (que) debe pagarse o devolverse a la comunidad nacional por quien pueda hacerlo ahora o en el futuro”. Estos anuncios se enmarcan en la construcción de una nueva institucionalidad comunicada a mediados de 1977 en Chacarillas7, se entroncan con el proyecto en curso de nueva Constitución, el cual consagra la libertad de enseñanza, incluyendo en ella “el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales”8, y se produce en paralelo con las otras dos modernizaciones: la de salud, que crea las Instituciones de Salud Previsional (lsapres), y la de previsión social, que crea las Administradoras de Fondos Previsionales (AFP).9

Los anuncios se concretaron en dos políticas principales: la descentralización de la educación pública y la instauración de la subvención por alumno asistente a cada escuela como forma de financiamiento de la educación gratuita. La descentralización consistió en el traspaso de la administración de los establecimientos de propiedad del Estado a los municipios y a entidades educacionales privadas, reconocidas como cooperadoras de la función educacional del Estado. El nuevo sistema de financiamiento deja de costear la oferta del servicio educativo y en su reemplazo entrega a las escuelas un aporte –la subvención escolar– por cada alumno efectivamente asistente a la escuela; deja también de diferenciar entre el financiamiento de las escuelas públicas, que ahora serán administradas por los municipios, y el financiamiento de las escuelas creadas por privados (distinción que se había establecido, en beneficio de las escuelas públicas, en la década de 1950). En esta nueva modalidad, las escuelas deberán competir por la matrícula para financiarse. Se reproduce así en educación “el modelo económico de libre mercado que atribuye cualidades excepcionales a la competencia para generar eficiencia en las instituciones y que asigna un papel fundamental a la demanda” (Espínola, 1989). Vemos aquí con nitidez los rasgos esenciales de un ordenamiento educativo bajo la forma de un mercado, enunciados por las propuestas de las escuelas austríaca y de Chicago expuestas en las páginas anteriores.

Las medidas señaladas se toman en 198010. Entonces existían en Chile 8.846 establecimientos de educación (básica y media); de ellos, la gran mayoría –6.370 (72%)– eran fiscales, 1.674 (19%) particulares con aporte estatal, y 802 (9%) particulares pagados. El incremento de la subvención para las escuelas particulares con aporte estatal fue de tal magnitud que estas iniciaron un período de auge, que se refleja en el aumento de establecimientos de este tipo: en 1980 había 1.674 y en 1985 ya llegaban a 2.643, pasando la matrícula particular subvencionada de 405.000 alumnos en 1980 a 832.455 en 1985. En 1981 el sector privado subvencionado atendía al 17% del alumnado nacional, en 1983 había subido a 28,3% y en 1984 a 31,8%. La educación pagada, por su parte, se mantenía estable, con el 5% de la matrícula11.

El proceso de municipalización se encontraba avanzado en alto grado ya en 1983. Es así como ese año se habían traspasado 5.692 establecimientos, los que representaban el 87% del total de establecimientos inicialmente fiscales y que, a su vez, implicó el traspaso de 65.234 profesores (el 78% del total de docentes fiscales) y 1.618.904 alumnos (el 83%). En 1983 se suspendieron los traspasos, quedando bajo dependencia del ministerio 841 establecimientos, 19.528 profesores y 331.110 alumnos. En 1986 se completó el proceso quedando la totalidad de las escuelas bajo la jurisdicción municipal12.

Primeras reacciones críticas

La comprensión de la nueva propuesta como la notificación de la instalación en Chile de un mercado educacional no ofreció dudas, y tampoco las consecuencias de desigualdad que este acarrearía; así ya en la revista Mensaje de mayo de 1979 puede leerse:

Teniendo en cuenta que este conjunto de actividades privadas deberá normalmente autofinanciarse, se perfila así la creación de un mercado educacional diversificado, al que se accederá en forma escalonada según sea la cantidad de medios económicos que cada familia pueda gastar en educación….El resultado inevitable es acentuar el vicio tradicional del sistema que entrega más educación a quienes más poseen (Valdivia, 1979).

Un año después, en mayo de 1981, el Comité Permanente del Episcopado difunde una carta pastoral sobre educación13. En ella se toma conocimiento de que “el Estado no expandirá los servicios educacionales que hoy otorga, determinación que supone un criterio de privatización, ya que ‘la expansión futura se buscará de preferencia en la iniciativa particular’”14 y, después de hacer una descripción pormenorizada de las medidas que se están tomando y de recordar algunos elementos de la doctrina católica sobre la educación, la carta del Episcopado propone un conjunto de “reflexiones, inquietudes y esperanzas” (Episcopado, 1981, pp. 11-15). Son motivo de preocupación “el énfasis puesto en el esfuerzo individual15 y en la competencia, como pilares en que descansa el progreso”; “la exaltación exagerada de los incentivos económicos”; la omisión –en los nuevos programas de estudio– “de una referencia explícita al término democracia”; “la excesiva preocupación por la seguridad nacional”, y se resume señalando “el peligro de la formación de una sociedad consumista y materialista” (Episcopado, 1981, pp. 11-15). Recordando la defensa permanente de la Iglesia de la libertad de enseñanza, los obispos piden explícitamente no confundirla con la mercantilización de la educación: “la libertad de enseñanza no implica la aceptación de cualquier modalidad de privatización del sistema escolar, por ejemplo de la basada en el mero juego del mercado económico, dadas las consecuencias negativas que … se pueden producir entre escuelas que, entregadas a la libre competencia, crezcan de manera desigual en desmedro de los sectores menos favorecidos por la fortuna” (Episcopado, 1981, pp. 11-15). Comentando la municipalización, se pide “cuidar que la educación no pierda el carácter de servicio homogéneo y al alcance de todos que hasta ahora ha tendido a tener. Tal inquietud se presenta en atención a las grandes desigualdades económicas de unas Municipalidades a otras” (Episcopado, 1981, pp. 11-15). En suma, se reconoce el carácter mercantil de la reforma y se advierte sobre las consecuencias de desigualdad que acarrearía.

La racionalidad de la propuesta

Como lo documenta bien Ruiz (2012), el cambio introducido por la dictadura militar fue copernicano. Predominó siempre en Chile –durante los siglos XIX y XX– una visión ideal de la educación de raigambre republicana, en la que el papel del Estado era central para ofrecer un servicio educacional universal, obligatorio y gratuito, que forme ciudadanos y contribuya a una sociedad de iguales. El modelo educacional introducido en 1979 quiebra esta tradición y pone en el centro, como principio regulador de la educación, al mercado. Se saca a la educación de la responsabilidad estatal, se la deja librada a la iniciativa de los agentes que la ofrecerán y de los consumidores potenciales que sabrán elegir para hacer la mejor inversión.

De la mano de Gerardo Jofré (1988)16, quien ofrece una presentación y justificación pormenorizada del sistema chileno de subvenciones, intentamos una síntesis del modelo, poniendo de manifiesto su lógica17, que fue una adaptación de las ideas neoliberales, ya expuestas, a Chile.

El punto de partida normal debería ser “la decisión de educar” de las familias, las que –en principio– estarían “dispuestas a gastar en educar a sus miembros”, ya que aprecian que “la educación es un proyecto económicamente rentable” (Jofré, pp. 193-4)18. Sin embargo, muchas familias no están en condiciones de financiar el gasto en educación porque “su limitado ingreso presente las hace tener alternativas … más prioritarias, en qué gastar” (p. 195). En esas condiciones anómalas se justifica la intervención del Estado en educación, ya que es una “inversión en capital humano” y ayuda a “satisfacer la demanda por mejorar la calidad de vida del prójimo más desposeído” (p. 196).

Pero, ¿cuál es la mejor manera de intervención del Estado? Se comparan como alternativas el subsidio y el crédito y se concluye que si bien teóricamente es mejor el crédito, este no sería eficiente en la educación básica, por su carácter masivo, que haría complicada y costosa su cobranza, por lo que se opta por los subsidios estatales (Jofré, 1988, p. 198).

Para concretar el subsidio, de nuevo una disyuntiva: ¿financiar la oferta educacional gratuita o de bajo el costo, o más bien financiar la demanda? Se opta por el subsidio a la demanda, en función del servicio prestado, para que las familias puedan elegir libremente el establecimiento al cual acudir. Se espera, así, que los establecimientos ofrezcan un mejor servicio para captar más alumnos y obtener mayores ingresos. Si, además, el establecimiento es exitoso en optimizar la relación calidad-costo, “obtendrá el máximo de excedentes, y por ende, estará en condiciones de expandir su acción. Lo contrario ocurre con el establecimiento ineficiente, que tenderá incluso a desaparecer” (Jofré, 1988, p. 201).

Para el funcionamiento del sistema es muy importante no solo que la dirección en la que actúan los incentivos sea la correcta, sino también que “su intensidad sea alta” (Jofré, 1988, p. 202). Si los establecimientos perciben que, en caso de fracasar en la obtención de recursos conquistando las preferencias de los estudiantes, el déficit resultante les será cubierto, los incentivos se diluyen y el sistema pasa, de hecho, a financiar la oferta. Desde este punto de vista, se justifica la municipalización, ya que la credibilidad de la entrega de recursos, solo en función del servicio prestado, debería ser mayor si los establecimientos dependen del nivel local y no del centro. En la misma lógica se prefiere a los establecimientos privados, y principalmente a los con fines de lucro, ya que en ellos la esperanza de obtener un apoyo económico extra a la modalidad de financiamiento instaurada tiene poco asidero (Jofré, 1988, p. 203). En la misma perspectiva de lograr incentivos de alta intensidad, se postula que las remuneraciones y los puestos de trabajo del personal docente deben depender del éxito en obtener recursos y que las pérdidas y utilidades deben afectar patrimonialmente a las personas que toman las decisiones empresariales en el establecimiento. También el mercado regulará el nivel de ganancia, ya que si algún inversionista pretendiera retener demasiadas utilidades, los establecimientos competidores, ofreciendo un mejor servicio, lograrán las preferencias de algunos de sus alumnos (pp. 204 y 210).

Siguiendo una lógica de focalización de recursos, Jofré se pregunta ¿cómo seleccionar a los beneficiarios de los subsidios? Se trata de subsidiar a quienes lo requieren. Si se subsidia a una persona que sin ayuda se habría educado con recursos familiares, se están malogrando recursos. Para evitar este error hay que seleccionar a los beneficiarios de los subsidios, y la mejor alternativa “es que los propios usuarios se autoclasifiquen al seleccionar el establecimiento en el cual se educarán” (p. 210), lo que supone la existencia de diferencias en los servicios prestados. En concreto, la educación subvencionada será de calidad inferior a la pagada, ya que de lo contrario nadie asistiría a escuelas pagadas. Con esta misma lógica se defiende el financiamiento compartido, puesto que si este no existiera, se produciría un sistema dicotómico, con escuelas subvencionadas gratuitas y escuelas pagadas de calidad alta, lo que dejaría sin alternativas a las capas intermedias de la sociedad, que estarían dispuestas a pagar un monto moderado por una calidad intermedia. La subvención, entonces, debe admitir la posibilidad de que la escuela cobre. Si esto ocurre, la subvención debe ser menor en la medida que mayor sea el cobro, hasta desaparecer a niveles de cobros muy altos (Jofré, 1988, p. 214)19.

¿Y qué sucedió en la realidad?

Uno de los primeros trabajos de campo sobre los resultados de la Reforma de 1981 y de su modelo mercantil es el de Viola Espínola (1989). Ella analiza el comportamiento del modelo en escuelas de la comuna de Pudahuel, que albergaba a una población mayoritariamente de extrema pobreza. Dos premisas del modelo son que la competencia, por una parte, y la participación de los padres, por otra, serían factores de mejoramiento de la calidad. Espínola aporta antecedentes para mostrar que estos supuestos no se cumplen en la realidad. Sus observaciones muestran que las escuelas no proceden como estaba previsto que lo hiciesen. La presión económica obliga a los educadores a atender más los aspectos financieros que los pedagógicos (pp. 47 y 59).

En el nuevo sistema el cuerpo docente se empobrece y pierde la tranquilidad necesaria para el trabajo pedagógico. En 1983 las escuelas municipales destinaban el 90% de la subvención a sueldos, mientras el sector particular solo entre el 40 y el 50%. En 1986 se produce una exoneración masiva de profesores excedentes, la que según el ministerio alcanzó a 6.734 docentes y según el Colegio de Profesores a 8.084. En suma, “dadas las estrechas condiciones económicas determinadas por la subvención y la necesidad urgente de minimizar costos para obtener excedentes, esta reducción es obtenida de lo que constituye el principal ítem del gasto, el salario de los profesores” (Espínola, 1989, p. 59). La reducción de salarios, principalmente en el sector particular, ha sido drástica: en 1988, por 30 horas de clase, los profesores municipales ganaban alrededor de $30.000 y los del sector particular $18.000 (Espínola, 1989, p. 60). Estas condiciones de trabajo trastocan el rol docente, ya que “el máximo peso de la tensión económica recae sobre los profesores y profesoras”, quienes “no solo han visto reducidos sus salarios y aumentado su inestabilidad laboral, sino que han debido responsabilizarse de los ingresos de las escuelas en las que trabajan”; “Cada profesor y profesora debe asegurar que a su curso asista una cantidad de alumnos que le permita financiar su salario, de lo contrario pasa a ser ‘profesor excedente’ y corre el riesgo de perder su empleo” (Espínola, 1989, p. 62).

La lógica del modelo confía en que los padres, a través de la elección de establecimiento y de la participación en ellos, serán otro factor de mejora. En la práctica es también la cooperación económica la que centra la actividad de los padres y sus relaciones con la escuela. De hecho, son sus “aportes voluntarios en dinero, trabajo o materiales los que contribuyen a solventar aquellos gastos que la subvención no logra cubrir” (Espínola, 1989). En 1988 se regulariza esta situación a través del financiamiento compartido entre el Estado y los beneficiarios, sistema que bonifica a las escuelas que captan más recursos y aumenta las diferencias entre las escuelas que atienden a diversos sectores socioeconómicos.

Otras formas de participación de los apoderados son “el reclamo” y “la amenaza de sacar a un niño de la escuela”. Sus resultados prácticos, más que producir mejoras pedagógicas, son procurar “tener a los padres satisfechos con la escuela” (Espínola, 1989, p. 64), para lo cual se mejoran las notas, se evitan las tareas para la casa y se busca el bienestar de cada estudiante.

Se estudian las “demandas” de los apoderados y se descubre bastante distancia entre los “argumentos de venta” de las escuelas y las demandas y necesidades de las familias. “La preferencia por las escuelas depende de la cercanía con el hogar, de los recursos familiares y la seguridad del sector, independientemente de la calidad ofrecida” (Espínola, 1989, p. 65). También importa a las familias la asistencialidad (alimentación, uniformes, materiales escolares, servicio médico y dental), el disciplinamiento (“mano dura”, respeto a los adultos y a las reglas) y el estatus. Se concluye que “los distintos tipos de demandas que se le plantean a la escuela muestran cómo las características del contexto económico, social y cultural son las que dan forma a la relación entre la escuela y los apoderados”; que “las demandas educacionales solo pueden aparecer una vez que las necesidades más básicas están satisfechas. Cuando los recursos son escasos, las familias buscan solucionar a través de la escuela, los problemas de la subsistencia básica”; “lo educativo aparece solo en los grupos de mayores recursos, en tanto que la solución de problemas sociales es lo que define la relación de los más pobres con la educación” (Espínola, 1989, p. 67).

En suma, el modelo competitivo de mercado fracasa en su promesa de producir mejoras, porque ni la demanda ni la participación de los padres siguen el curso esperado. De una parte, el marco ideológico imperante limita la participación y la expresión de opiniones de los padres; de otra, las condiciones generalizadas de pobreza hacen que la mayoría de las familias que se acogen a la educación gratuita exijan de ella funciones asistenciales antes que educativas (Espínola, 1989, p. 74).

Ya en 1989 Espínola advierte los efectos del financiamiento compartido: “cada sector poblacional reciba la educación que se puede procurar de acuerdo a su propia condición socioeconómica. De esta manera, el sistema instaurado contribuye a profundizar las diferencias entre las escuelas y a potenciar la desigualdad” (p. 75).

A modo de discusión final de su estudio, Espínola señala la necesidad de replantearse algunos temas centrales para mejorar la educación de los más pobres, que son los mismos que discutimos ahora, 25 años después:

•  “La lógica de mercado ha demostrado que perjudica discriminatoriamente a los más pobres”. En la educación de los más pobres, si se quiere implementar políticas tendientes a la equidad social, se requiere la participación del Estado (Espínola, 1989, p. 78).

•  “El aporte de los padres como mecanismo alternativo de financiamiento contribuye a una desigualdad creciente” (p. 78).

La mantención de la regulación mercantil durante los gobiernos de la Concertación

Para tener una visión panorámica de la perspectiva de política educativa de los gobiernos de la Concertación recurrimos a un análisis de los discursos de inicio de año escolar de los ministros de Educación de la Concertación (entre 1990 y 2009), perspectiva que permite advertir un silencio importante en cuanto a la relación educación-mercado (García-Huidobro, Ferrada y Gil, 2012).

La excepción a ese comportamiento general fue el discurso de Ricardo Lagos, ministro de Educación del presidente Aylwin, en la inauguración del año escolar del primer año de la Concertación (1990). Lagos critica el limitado rol que ha jugado el Estado y la política mercantil heredada: “Desgraciadamente, una concepción errónea del rol del Estado ha llevado a maniatarlo en el cumplimiento de su obligación constitucional de garantizar el derecho a la educación para todos… El sistema nacional de educación ha sido desarticulado. La responsabilidad social en educación ha sido reemplazada por el ilusionismo del mercado. So pretexto de la necesaria descentralización, se ha llegado no sólo a la atomización del sistema, sino a una competencia a veces agresiva en donde debiera primar la cooperación”20. El discurso es claro también en la crítica a la situación que se hereda, por su déficit de equidad, y en las exigencias que la nueva etapa histórica, que se inicia, demanda de la educación: participación, exigencias del desarrollo productivo, de la formación ciudadana para vivir en democracia, del crecimiento personal.

Esta crítica frontal a la educación heredada, porque en ella el mercado reemplaza la responsabilidad política, no vuelve a aparecer textualmente ni en los discursos de inauguración del año escolar posteriores del ministro Lagos, ni en los discursos de los restantes secretarios de Estado de la Concertación. La exigencia democrática sigue presente en el discurso de política educativa; pero ella se hace presente principalmente en torno a las ideas de equidad, de contribución a la igualdad de oportunidades y, más precisamente, a la reducción de la pobreza21.

Solo hacia el fin del período, aunque no se da una crítica propiamente tal a la educación de mercado, hay una inflexión. Es interesante el discurso de la ministra Hornkohl de 2006 –año en que se produciría la Revolución Pingüina–, ya que marca un cambio: “Nos hemos habituado —¡y no es malo que así haya ocurrido!— a pensar la educación, primero que todo, como un motor de la economía, de nuestra competitividad en los mercados internacionales y de nuestra prosperidad interna”. Sin embargo, se admite que la educación “…no sólo es … condición para el crecimiento económico sino tan, o tanto más importante, la educación es ahora también la base sobre la cual constituimos nuestra identidad como nación, construimos nuestras vidas, donde se asientan nuestras libertades y el punto de entrada hacia una mayor igualdad y justicia sociales…”22.

Los discursos de 2007 y 2008, posteriores al movimiento secundario de 200623, si bien no critican el sistema mercantil existente en la educación chilena, enfatizan el papel del Estado y cuestionan la actual organización del sistema educativo. “La ciudadanía exige mayor presencia del Estado en la educación… Por ello ha llegado el momento de abordar decididamente los problemas institucionales que afectan la calidad y equidad de nuestro sistema educativo”24. “El Estado tiene una responsabilidad fundamental en la educación. Sin su presencia, simplemente no hay educación para quienes más lo necesitan. Sin su acción, no hay posibilidad de avanzar hacia una educación de igual calidad para todos… necesitamos un Estado que modernice y perfeccione su acción, no un Estado que retroceda”. “Estamos en medio de un profundo proceso de reforma, que busca modificar la estructura de nuestro sistema educativo”25.

¿Y por qué pasó lo que pasó?

Imposible no preguntarse por qué, si el espectro político e intelectual opositor a la dictadura percibió con bastante claridad que una educación de mercado atentaba contra la igualdad y la justicia y era muy perjudicial para las mayorías pobres, en el momento de la transición no se dio una reversión o, al menos, un intento serio de cambio del modelo. ¿Por qué en el período 1990-2010 se mantiene la regulación mercantil de la educación? En forma tentativa, tres posibles explicaciones.

Una primera explicación se puede encontrar en la discusión sobre política educativa al fin de la dictadura. Cox (1989) analiza la “arena política y la educación al iniciarse la transición” en términos de sus consensos, conflictos y silencios (p. 31). Hay consensos claros: la necesidad de establecer mecanismos de participación en el gobierno y control de las instituciones educativas; la necesidad de incrementar los recursos para educación; la crítica a las condiciones de empleo del profesorado. Hay disputa en torno a la sustitución, que operó la dictadura, del Estado por el mercado como regulador de la educación. Algunos proponen la reversión de la municipalización y del desarrollo del sector privado subvencionado (Partido Radical y, con menos énfasis, el PC y la AGECH), pero otros consideran posible la mantención de un sector de “administración comunal”, valorando la descentralización (DC, PS/Núñez y el campo intelectual). Cox hace ver que en relación con la “descentralización” se da un reordenamiento de posiciones. Históricamente hubo una correlación entre la preferencia por una “organización estatal centralizada” de la educación y posiciones políticas de centro y de izquierda, y la inclinación hacia una “organización privada-descentralizada” y visiones de derecha. Sin embargo, en las dos décadas de la Concertación se produce una cierta coincidencia entre estas visiones opuestas. Este acercamiento entre posiciones distintas (de derecha y de izquierda), al valorar ambas la descentralización y el rol de la sociedad civil en la regulación de la educación, puede explicar en parte la convivencia que mantiene la Concertación entre 1990 y 2010 con el mercado educativo (Cox, 1989, p. 30). El autor señala que

lo anterior sugiere que en el núcleo de la agenda antagónica hay procesos en marcha que apuntan hacia confluencias y compromisos … que pueden morigerar en forma importante los conflictos sobre uno de los ejes de las transformaciones efectuadas por el régimen autoritario, así como influir en que la resultante de tal disputa sean formas institucionales que mezclan, en forma más explícita que en el presente, principios “centralistas” y “descentralizadores”; “estatales” y “de mercado”; del “estado” y la “sociedad civil” (Cox, 1989, p. 30).

Una segunda explicación, más macrosocial, tiene que ver con las características de la transición. Los gobiernos de la Concertación tuvieron la responsabilidad de realizar el tránsito desde la dictadura a la democracia y también de conducir la economía. En estos dos ámbitos, el político y el económico, su actuación presenta diferencias. En el primero hay un límite y un contraste claro con el gobierno militar: se dejó atrás la dictadura y comenzó un proceso de redemocratización. En el campo económico, la separación de aguas fue más sutil. Se buscó mantener una economía de mercado mitigando su carácter neoliberal y disminuyendo la desigualdad (Hidalgo, 2011). “Crecimiento con equidad” fue la consigna (Boeninger, 1997, p. 464), la que no se entendió siempre del mismo modo. Por ejemplo, para Boeninger solo es posible avanzar en políticas de equidad si existe crecimiento económico, lo que implica postergar muchas medidas redistributivas. Otras voces afirmaron que las acciones a favor de la equidad podían contribuir al crecimiento y que, por lo tanto, debían comenzar ya26. Las políticas sociales modernizadoras de los 80 (salud, previsión social y educación) quedaron en un hiato intermedio: claramente no caen en el espacio de la dictadura y si bien no son una parte insustituible del modelo económico, poseen bastante afinidad con él.

Por último, volviendo al campo de las políticas educativas, se puede afirmar que durante los gobiernos de la Concertación hubo consenso en la mantención de un mercado educativo y que sus políticas tendieron a regularlo, a discriminar positivamente a los más pobres, pero no a cambiar el modelo de raíz. Hubo voces críticas, principalmente desde 2006 en adelante27, pero la convicción permanente de la política era que una acción estatal decidida, que reemplazara el Estado subsidiario de la dictadura por un Estado activo, responsable y promotor, sería capaz de limitar, si no de revertir, los efectos desigualadores del mercado como regulador del sistema sin necesidad de modificar el papel del sector privado. Siguiendo a Cox (2003), es posible postular que en los gobiernos de la Concertación se produce “una nueva configuración de políticas para el sistema educativo, en que se apela tanto a los mecanismos del estado (controles y apoyos públicos) como del mercado” (p. 20).

Estado, mercado y movimiento estudiantil

La crítica a la educación de mercado logra voz pública a través de los movimientos estudiantiles, “la revolución pingüina” de 2006 y las movilizaciones universitarias que comenzaron en 2011 y continúan hasta hoy.

En muchas de las pancartas portadas en las marchas estudiantiles de 2006 se criticó la mercantilización de la educación: “Contra la educación mercantil está la organización estudiantil”; “La Educación no se vende”; “Somos estudiantes, no clientes”. El tema aparece también en distintas entrevistas de los voceros y voceras del movimiento, quienes son bastante precisos para describir lo que rechazan:

La educación no puede estar al servicio de una economía neoliberal … nosotros comprendemos como neoliberalismo en la educación el hecho de que cualquier persona pueda abrir una institución educacional, pueda enseñar lo que quiera, cobrar lo que quiera y hacer lo que quiera de las personas que estudian ahí… Es cuestión de mirar alrededor y constatar que el sistema económico neoliberal que nos rige permite solo a los que tienen dinero acceder a una educación de mejor calidad, a colegios mejor equipados, en fin…Yo creo que cuando los sostenedores cumplen con su rol y se apegan a la malla curricular y le exigen al alumnado, no está mal. Pero está mal cuando un sostenedor hace de un Liceo una empresa para obtener beneficios económicos, cobra dinero y no enseña ni entrega educación de calidad (Huerta, 2006)28.

El reverso de la medalla es exigir un rol preponderante del Estado: “El Estado debe asegurar el acceso a la educación pública y gratuita; a todos quienes tengan mérito y cumplan con los requisitos de admisión… Los chilenos en todas las etapas de su vida deben tener acceso a una educación pública, gratuita y de excelencia”29.

De cara a las movilizaciones estudiantiles, la presidenta Bachelet constituye un Consejo Asesor Presidencial por la Calidad de la Educación con un mandato muy amplio; en palabras de la mandataria: “deberá esmerarse por mostrar caminos para llegar a la educación justa y de calidad que Chile necesita”30. El Consejo debate la situación de la educación y hace propuestas de futuro. En su seno se oyeron posiciones enfrentadas en torno a la relación mercado-educación. Mientras un sector del Consejo solicita “el fortalecimiento del sistema de subvenciones” y propone medidas para ello, otro grupo de consejeros propugna su sustitución, ya que “considera que la principal promesa o ventaja del actual esquema de financiamiento del sistema escolar no se ha cumplido. La competencia no ha mejorado la calidad de la educación … y el mercado se ha mostrado inoperante para regular la entrada, permanencia y salida de los malos proveedores” (Informe, p. 31)31. Probablemente, es la primera vez que se confrontan estas dos visiones argumentativamente.

En abril de 2007 el Gobierno envía un proyecto para reemplazar la LOCE32, pero la iniciativa no prosperó, ya que no logró la aceptación de la oposición, cuyos votos se requerían para aprobarlo. Finalmente, en agosto de 2009 fue aprobada la nueva Ley General de Educación, convenida con los partidos de derecha, que reemplaza a la antigua LOCE. La nueva ley no incorpora las reivindicaciones estudiantiles y hubo fuertes manifestaciones de rechazo durante su tramitación y tras su aprobación.

A comienzos de 2011, emerge un activo movimiento estudiantil universitario, liderado por la Confederación de Estudiantes de Chile (CONFECH), el que ha tenido continuidad hasta el presente. Al explicitar sus demandas –en el documento Demandas de la CONFECH–, reivindican la educación pública y rechazan la educación de mercado:

La Recuperación de la Educación Pública es la piedra angular de las demandas estudiantiles. Esto se manifiesta en la necesidad de que en el sistema educativo del país exista un fin del lucro efectivo, puesto que no podemos entender la generación y transmisión del conocimiento simplemente como una mercancía. La relación estudiante-profesor no puede tergiversarse con la relación cliente-proveedor. A su vez, la investigación y la creación no pueden estar supeditadas al retorno de utilidades puesto que daña la generación de conocimiento útil para nuestra sociedad y de cultura emancipadora (el subrayado es nuestro)33.

En sucesivos documentos, los estudiantes rechazan “las políticas neoliberales en educación”, que afectan a la educación superior pública y también a la educación superior privada, a la que califican como “terreno descampado para inescrupulosos empresarios, que negocian y transan con los sueños y aspiraciones de miles de familias chilenas”34.

Más adelante, en el mes de agosto, el documento Bases para un acuerdo social por la educación chilena35 propone una reforma integral de la educación nacional que signifique una transformación estructural al actual modelo educativo chileno. Se plantea “recuperar la educación como un derecho social y humano universal, que debe ser garantizado por la Constitución Política de Chile, y que esté estructurado en base a un nuevo Sistema Nacional de Educación Pública, Gratuita, Democrática y de Calidad organizado y financiado por el estado en todos sus niveles” (negrita en el original).

Más adelante se explicita que lo anterior “implica entender la educación como una inversión social y no meramente individual”. Se aboga también por el “fin del financiamiento compartido y de toda forma de lucro en los establecimientos que reciban financiamiento público”36.

Durante 2012 y hasta 2014 siguen las manifestaciones, las que presentan un alto nivel de apoyo y participación. Las principales demandas estudiantiles se mantienen: a) fortalecimiento de la educación pública, poniendo fin a la municipalización, dando un trato preferente a las universidades estatales y creando instancias de formación técnica superior estatales; b) rechazo al lucro en la educación; c) gratuidad no solo de la educación escolar –donde implica el fin del financiamiento compartido–, sino también progresivamente de la educación superior.

Estas demandas constituyen un claro rechazo al modo como se viene concibiendo la educación desde los 80. Rechazo, por una parte, a la mercantilización de la educación, que la considera preponderantemente como un bien privado y no como un bien público; rechazo también a una mirada restrictiva del derecho a la educación, que compromete al Estado solo a asegurar mínimos, por sobre los cuales cada quien debe procurársela por sus propios medios.

El proceso continúa y salió ya del ámbito de las demandas sociales; de hecho, el actual programa de Gobierno de la presidenta Bachelet ofrece reposicionar al Estado como responsable de garantizar el derecho universal a una educación de calidad y fortaleciendo, para ello, la educación pública. El programa propicia también la gratuidad universal de la educación y el fin al lucro, extendiendo la norma que lo prohíbe en las universidades al resto de la educación superior y a la educación particular subvencionada.

Nueva conceptualización: la educación como derecho social

La contraposición entre el modelo de regulación de la educación que ha imperado en Chile en los últimos 25 años y la nueva concepción que emerge se expresa fundamentalmente en el modo de concebir el derecho a la educación y, consecuentemente, en la responsabilidad estatal frente a la provisión de educación. Así, Mayol (2012, p. 182) recalca que, de cara al modelo imperante, el movimiento estudiantil ha “logrado instalar dos grandes temáticas: la crítica a la mercantilización de la educación (‘no al lucro’) y la instalación de la educación como un derecho social (‘educación gratuita’)”.

Al justificar la instalación del sistema de subvenciones y el mercado en educación, Jofré (1988) tomaba como punto de partida una situación que calificaba como la circunstancia normal: las familias valoran el bien educación y están, por tanto, dispuestas a pagar por él. Solo una contingencia –la pobreza– justificaba que el Estado interviniera para suplir esa debilidad en beneficio de las familias que efectivamente sufrían una situación aguda de indigencia. De allí deriva también que la desigualdad sea una consecuencia necesaria: el servicio educativo entregado por el Estado tiene que ser de menor calidad que el ofrecido en el mercado, ya que –de lo contrario– se inhibirían de pagar quienes sí pueden hacerlo37.

Es este punto de partida el que ha sido puesto en cuestión. Como diagnostica Atria (2007, p. 40): “El problema de la educación chilena yace en los principios fundamentales” sobre los que está organizada, “de modo que sólo podrá ser solucionado abandonándolos y reemplazándolos por otros de contenido igualitario”.

Enseguida, propone cambiar el mercado como criterio de distribución de la educación y reemplazarlo por el criterio de ciudadanía, según el cual basta la pertenencia a la comunidad política –ser ciudadano(a)– para recibir satisfacción de la necesidad educativa. Como se trata de un criterio igualitariamente compartido –todos somos ciudadanos o ciudadanas–, el servicio entregado debe ser igual para todos, ya que satisface un derecho social (ver Atria, Larraín, Benavente, Couso y Joignant, 2013, p. 153).

La igualdad debe verse también desde otros ángulos. Mirada desde los ricos, hay que justificar por qué a ellos se les prohíbe pagarse una educación de mejor calidad, pese a tener los recursos para hacerlo. Desde los pobres, hay que justificar que el Estado gaste más en los más pobres, para superar una mera igualdad de tratamiento y acercarse a una igualdad de resultados.

Está claro que como todos son ciudadanos, todos tienen derecho a recibir lo mismo por parte del Estado, pero como los niveles de riqueza de las distintas familias son distintos, no basta con que el Estado entregue a todos lo mismo, pues siempre habrá quienes quieran y puedan gastar en educación más de lo que les da el Estado. En estos casos en pro de la igualdad, ¿es posible prohibir la educación pagada? Atria enfrenta esta cuestión preguntándose si se trata de algo que perjudica al rico y no beneficia al pobre o si, por el contrario, sería una norma que, si bien limita la acción del rico, produce un beneficio al pobre. Para responder, recuerda que la educación en la sociedad posee dos dimensiones. Una dimensión cultural, que entrega a los estudiantes lo necesario para comprender el mundo y la sociedad y para dar sentido a su existencia; y una segunda dimensión social o relacional, ya que la educación que recibimos nos posiciona en un lugar determinado, más o menos privilegiado, de la sociedad. Si la educación fuese solo un fenómeno cultural, no tendría sentido impedir a los ricos gastar más en la educación de sus hijos, ya que esta limitación no beneficiaría ni a los pobres ni al conjunto de la sociedad. Sin embargo, como las diferencias en educación tienen consecuencias en el posicionamiento de los individuos en la sociedad, dando ventajas a unos y poniendo límites a otros, el que los más ricos gasten más en la educación de sus hijos debe ser evitado porque reproduce intergeneracionalmente la desigualdad. “Mirado desde esta perspectiva, la mejor educación que el rico compra con su riqueza es una manera de transmitir su privilegio. Limitar la posibilidad del rico de gastar en la educación de su hijo es limitar su capacidad para transmitir su privilegio” (Atria, 2007, p. 89). Esta situación se agudiza en una sociedad de mercado, donde los individuos deben competir por una serie de bienes, por lo que la mejor educación del rico es efectivamente un perjuicio para el pobre, porque hará menos probable que el segundo supere al primero en la competencia (Atria, 2007).

Pero no basta con prohibir la educación pagada para tener un sistema educativo más igualitario, ya que los hijos de los pobres y de los ricos llegan a la escuela con diferencias culturales importantes, producto de las interacciones culturales que viven cotidianamente en su familia y en su medio. Esto requiere que el sistema educacional busque formas para nivelar a los diferentes, por ejemplo mezclando en la escuela a estudiantes provenientes de distintos contextos o destinando más recursos a las instituciones que concentran más hijos de pobres, para darles una atención preferente. En otras palabras, hay que situar la igualdad más en los resultados que en el tratamiento; importa que todos, los hijos de los pobres y los hijos de los ricos, accedan mediante la educación a un dominio de destrezas culturales equivalente.

Establecido que la educación como derecho social pone exigencias de igualdad en su distribución, es importante establecer también, desde las características mismas de la educación, su carácter sustantivamente igualador. La educación entendida como un derecho social es, en primer lugar, inclusiva. Es el proceso social (o de socialización) a través del cual los niños(as) dejan el mundo privado de sus hogares y se incorporan a la sociedad, al mundo público. A través de este proceso educativo los individuos reconocen a los otros, a los distintos, como iguales –como un “legítimo otro”, diría Maturana (1988)– y al hacerlo se incorporan a la sociedad produciéndola y reproduciéndola.

Este carácter inclusivo de la educación como derecho social ha sido subrayado también como incorporación a la ciudadanía. “La ciudadanía es la dimensión en la que nos entendemos como miembros de una misma comunidad política, de modo que nuestros intereses son comunes” (Atria et al., 2012, p. 25). Por ella, ciertos aspectos de mi vida pasan a ser responsabilidad de todos y ciertos aspectos de la vida de los demás devienen mi responsabilidad (p. 171). La meta de la educación inclusiva es que todos se consideren ciudadanos y, por tanto, se asuman como parte de una comunidad y con responsabilidades en ella.
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* Este artículo fue producido en el marco del proyecto CEPPE CIE-01 de CONICYT.

1 El concepto de modo de regulación de los sistemas educativos proviene de la Sociología de la Educación franco-europea y se refiere al conjunto de dispositivos de orientación de la conducta de los actores que integran tales sistemas (ver Dutercq y Van Zanten, 2002; Felouzis, Maroy y Van Zanten, 2013).

2 Este último autor, continuador contemporáneo de la Escuela de Austria en Estados Unidos, tiene un texto referido directamente a educación (Rothbard, 1999) en el cual se remite a una disputa política, a propósito de la obligatoriedad de la instrucción escolar, entre los padres y el Estado señalando que “para cualquier creyente en la libertad, esto [la intromisión del Estado en la educación de los niños] debe parecer sin duda una acción monstruosa [ya que] en primer lugar los derechos de los padres son completamente violados, el producto de su amor es incautado para ser sometido a los deseos de extraños. En segundo lugar, los derechos del niño son violados, ya que [los niños] se desenvuelven bajo el dominio del no-amor de las manos estatales” (Rothbard, 1999, p. 10; la traducción es nuestra).

3 Ver su sitio web actual: https://www.montpelerin.org/montpelerin/index.html

4 La influencia –indirecta por cierto– de la escuela austríaca en Chile queda de manifiesto a partir del realce que le otorga la revista Estudios Públicos, principal referente académico de la derecha liberal chilena, que ha publicado en las últimas décadas 20 textos de o referidos directamente a Von Hayek y a Von Mises. Von Hayek fue, además, presidente honorario de tal institución.

5 La escuela austríaca se define como no positivista, fiel a los principios de que la sociedad no tiene propósitos finales y por lo tanto tampoco es susceptible de ser analizada por medio de leyes, tema que es rechazado radicalmente por los monetaristas de Chicago, que propugnan la idea de leyes económicas de carácter universal.

6 Inspirado eso sí en la obra anterior de Theodore Schultz.

7 Se trata de “dar forma a una nueva democracia que sea autoritaria, protegida, integradora, tecnificada y de auténtica participación social” (El Mercurio, 10.07.1977). Ver el discurso de Chacarillas en: http://www.archivochile.com/Dictadura_militar/doc_jm_gob_pino8/DMdocjm0003.pdf

8 Ver la Constitución del 80, en http://www.camara.cl/camara/media/docs/constitucion_politica.pdf para la versión original y en http://www.gob.cl/wp-content/uploads/2014/03/constitucion_politica_2009.pdf para la actualizada.

9 Chile es el primer país que desarrolla este modelo, que incorpora –siguiendo la propuesta de Friedman (1962)– el mercado a la provisión y gestión de políticas sociales y concretamente el voucher para el financiamiento de la educación.

10 Ver DFL 1-3063 de 13 junio 1980, en http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=3389 respecto a la municipalización y el DL 3476 de 29 de agosto de 1980, en http://www.leychile.cl/Navegar/index_html?idNorma=7138&idVersion=1990-01-21 y el DS Nº 8144 que lo reglamenta: http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=19462, para el sistema de financiamiento.

11 Datos tomados de Espínola (1989) y Jofré (1988).

12 Información tomada de Jofré (1988).

13 La Reforma Educacional (1981).

14 La cita intercalada corresponde al discurso de Pinochet al iniciar el año escolar 1981 y anunciar la Directiva. El subrayado es del texto citado.

15 Este subrayado y los que siguen están en el original.

16 Gerardo Jofré fue asesor del Ministerio de Hacienda y en esa calidad presenta y analiza “El sistema chileno de subvenciones”.

17 Es importante entender esta “lógica”, que a veces no se aplicó enteramente desde el comienzo. Por ejemplo, el financiamiento compartido viene pensado y justificado por Jofré, pero comenzó en 1988 y se amplió en 1993.

18 Estos números en paréntesis y los que siguen indican las páginas de Jofré (1988).

19 El Decreto Ley 3476 de 29 de agosto de 1980, en su Título II, norma la Subvención a Establecimientos Educacionales de Financiamiento Compartido, pero –según nuestros antecedentes– el sistema no opera hasta 1988 (Ley Nº 18.768 del 29.12.1988) y no se expande sino en 1993, cuando la Ley Nº 19.247 lo mejora sustancialmente.

20 Discurso Inicio Año Escolar 1990, ministro Ricardo Lagos (el subrayado es nuestro).

21 Este objetivo es central, pues en materia de distribución, los gobiernos de la Concertación utilizaron las políticas sociales como principal mecanismo distributivo, al margen del mercado; esto es, sin intervenir en la distribución de los factores productivos de ingreso (Vega, 2007).

22 Discurso Inicio Año Escolar 2006, ministra M. Hornkohl.

23 Las dos grandes reivindicaciones del movimiento “pingüino” fueron el fortalecimiento de la educación pública y el “no al lucro” (o sea, a la educación de mercado). Sobre el movimiento estudiantil ver García-Huidobro (2007).
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